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Apelación acogida 
como Certiorari 
procedente del 
Tribunal de 
Primera  Instancia, 
Sala de Fajardo 
 
Civil. Núm.: 
NSCI201300679 
 
Sobre: Violación 
de Derechos 
Civiles, Discrimen, 
Despido Ilegal, 
Daños y Perjuicios 
 

 
Panel integrado por su presidenta la Jueza Coll Martí, la Jueza 
Lebrón Nieves y la Jueza Brignoni Mártir 
 

Coll Martí, Jueza Ponente  
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece el Municipio Autónomo de Luquillo (Municipio o 

parte peticionaria) y nos solicita que revisemos una Resolución 

emitida el 28 de septiembre de 2015 y notificada el 5 de octubre de 

2015. Mediante la aludida determinación, el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Fajardo, denegó la moción de sentencia sumaria 

presentada por el Municipio. De esta determinación, el Sr. Jaime 

Sánchez Carrión y la Sra. Awilda Guzmán Carmona (parte 

recurrida) solicitaron reconsideración, únicamente a los efectos de 

que se determinara que el puesto de Guardalmacén sigue ocupado 

por el Sr. Franco Martínez y no vacante como determinó el foro a 

quo.  La misma fue resuelta en su contra el 13 de mayo de 2016 y 

notificada el 16 del mismo mes y año.  
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Se acoge el presente recurso de apelación como uno de 

Certiorari por recurrir de una resolución interlocutoria, y por los 

fundamentos que discutiremos, se desestima el mismo.   

I 

 El 29 de agosto de 2013, el Sr. Jaime Sánchez Carrión y la 

Sra. Awilda Guzmán Carmona presentaron una querella al amparo 

de la disposiciones de la Ley 426-2000, conocida como la Ley para 

la Protección de los Derechos de los Empleados y Funcionarios 

Públicos Denunciantes, Querellantes o Testigos  de Alegados Actos 

Constitutivos de Corrupción en contra del Municipio de Luquillo. 

Dicha reclamación se presentó bajo el procedimiento sumario 

provisto en la Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, 32 LPRA secs. 

3118-3132. 

 Acaecidas varias incidencias procesales, el 5 de junio de 

2015, el Municipio presentó una moción de sentencia sumaria en la 

que sostuvo que el Sr. Sánchez Carrión no tenía una expectativa de 

retener el puesto transitorio de capataz de brigada. El 28 de 

septiembre de 2015, el foro primario denegó la moción dispositiva 

presentada por el Municipio. La parte querellante presentó una 

moción de reconsideración, que fue declarada No Ha Lugar 

mediante resolución de 13 de mayo de 2016, notificada el 16 de 

mayo de 2016. 

Insatisfecho, el 27 de mayo de 2016 el Municipio de Luquillo 

presentó el recurso que nos ocupa. La parte recurrida presentó una 

moción de desestimación en la que sostuvo que el 27 de mayo de 

2016 el Municipio de Luquillo presentó una moción de 

reconsideración. Por su parte, el 8 de julio de 2016, el Municipio 

presentó una moción en oposición a la solicitud de desestimación 

en la que expresó que la segunda moción de reconsideración no 
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interrumpió el término para acudir al Tribunal de Apelaciones. El 

Municipio aclaró que los procedimientos se rigieron bajo el 

procedimiento sumario de la Ley Núm. 2.   

II 
  
Procedimiento sumario de reclamaciones laborales   

La Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

conocida como la Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones 

Laborales, instituye un procedimiento sumario de adjudicación de 

pleitos laborales dirigidos a la rápida consideración y adjudicación 

de aquellas reclamaciones de empleados contra sus patronos 

relativos a salarios, beneficios y derechos laborales.  Es por ello que 

ciertas disposiciones estatuidas en la aludida ley son más 

favorables al obrero que al patrono. Rivera v. Insular Wire Products 

Corp., 140 DPR 912, 922 (1996); Mercado Cintrón v. Zeta Com. 

Inc., 135 DPR 737 (1994). De esta forma, el legislador implantó la 

política pública estatal de proteger al empleado y desalentar los 

despidos sin justa causa.   

A fin de mantener el carácter sumario de dicho procedimiento 

a nivel apelativo y de atemperar las disposiciones de la Ley Núm. 2 

con la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico, Ley Núm. 201-2003, el 6 de agosto de 2014, se aprobó la Ley 

Núm. 133-2014.  Mediante esta enmienda se dispuso, entre otras 

cosas, que en un caso instado bajo el procedimiento sumario, el 

término jurisdiccional para apelar de una sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia al amparo de la Ley Núm. 2 es de diez 

(10) días, contados a partir de la notificación de dicha sentencia. Así 

pues, el Art. 5 de la Ley Núm. 133-2014 lee como sigue:   

Artículo 5.-Se reenumera la Sección 10 de la Ley Núm. 2 
de 17 de octubre de 1961, según enmendada, como 
Sección 9 y se enmienda para que se lea como sigue:   
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Sección 9.- Cualquiera de las partes que se 
considere perjudicada por la sentencia emitida 
por el Tribunal de Primera Instancia podrá 
interponer recurso de apelación ante el Tribunal 
de Apelaciones, en el término jurisdiccional de 
diez (10) días, computados a partir de la 
notificación de la sentencia del Tribunal de 
Primera Instancia.  
  

Del precitado acápite se desprende que el término para apelar 

una sentencia emitida en un procedimiento sumario al amparo de la 

Ley Núm. 2 es de diez (10) días jurisdiccionales contados desde la 

fecha de notificación de la sentencia.  Además, en el Artículo 8 de la 

referida Ley 133-2014 se dispuso que las enmiendas entrarían en 

vigor inmediatamente después de su aprobación.   

De lo anterior se desprende que la Ley 133-2014 guardaba 

silencio en cuanto al trámite apelativo para revisar órdenes u 

resoluciones interlocutorias emitidas dentro del procedimiento 

sumario. Así pues, nuestro Tribunal Supremo en Medina Nazario v. 

Mcneil Health LLC, 2016 TSPR 36, 194 DPR ___ (2016) resolvió 

que las partes cuentan con diez (10) días para acudir al Tribunal de 

Apelaciones desde la notificación de la orden o resolución 

interlocutoria. Asimismo, determinó que las determinaciones 

interlocutorias que se emiten en los pleitos ventilados por la vía 

sumaria no pueden ser objeto de reconsideración. La norma allí 

sentada se resume de la siguiente manera: 

Debido a la naturaleza sumaria de los procedimientos al 
amparo de la Ley Núm. 2, supra, la aplicación del 
término provisto por las Reglas de Procedimiento Civil 
para revisar resoluciones u órdenes interlocutorias —a 
saber, treinta (30) días— resultaría en un absurdo 
procesal. Véase Regla 52.2 de Procedimiento Civil, 32 
LPRA Ap. V. Se estaría permitiendo un término más 
largo —30 días— cuando se recurre de una resolución 
interlocutoria, que los diez (10) y veinte (20) días que 
aplican a las sentencias finales. Asimismo, la figura de 
la reconsideración interlocutoria es incompatible con 
el procedimiento provisto por la Ley Núm. 2, supra. 
Entre otras razones, pues se daría la anomalía de 
proveerle a las partes un término mayor para 
solicitar reconsideración que el provisto para la 
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revisión de determinaciones finales por la Ley Núm. 
2, supra.1  

Dichas normas fomentarían la presentación de recursos 
interlocutorios, dilatando así la adjudicación de 
controversias laborales al amparo de la Ley Núm. 2, 
supra. Este proceder atenta contra la clara intención 
legislativa de proveer un “mecanismo procesal, de 
naturaleza sumaria, para lograr la rápida consideración y 
adjudicación de las reclamaciones laborales instadas por 
empleados en contra de sus patronos”. Exposición de 
Motivos de la Ley Núm. 133-2014.  

Por ello, resolvemos que el término para revisar aquellas 
determinaciones interlocutorias que, bajo los criterios 
restrictivos establecidos en Dávila, Rivera v. Antilles 
Shipping, Inc., supra, puedan ser revisadas, debe ser 
análogo al dispuesto en la Ley Núm. 133-2014, supra, 
para la revisión de sentencias ante los foros superiores. 
A saber, diez (10) días para las revisiones interlocutorias 
presentadas ante el Tribunal de Apelaciones y veinte 
(20) días para aquellas revisiones interlocutorias 
presentadas ante este Tribunal. Véase Art. 2 de la Ley 
Núm. 133-2014. Esa es la interpretación más cónsona 
con el propósito de la legislación de que las 
controversias laborales se tramiten de forma expedita.   

 

A su vez, no podemos pasar por alto la norma establecida en 

Dávila v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483, 494 (1999). En el 

citado caso el más alto foro judicial dispuso: 

 .          .          .           .           .              .           .          . 

…aunque la legislación otorga a los tribunales 
apelativos… la facultad para revisar las resoluciones 
interlocutorias dictadas por los tribunales de instancia, 
entendemos que la naturaleza del procedimiento de la 
Ley Núm. 2 reclama que dicha facultad quede limitada 
en el caso de las resoluciones interlocutorias dictadas 
dentro de un procedimiento llevado al amparo de dicha 
ley.  Con el objetivo de dar estricto cumplimiento al 
propósito legislativo de instaurar un procedimiento rápido 
y sumario de reclamación de salarios, resolvemos que 
nuestra facultad revisora de las resoluciones 
interlocutorias que se dicten en el seno de dicho proceso 
queda autolimitada de forma que nos abstendremos de 
revisarlas.  De igual modo, el Tribunal de Circuito de 
Apelaciones deberá abstenerse de revisar dichas 
resoluciones.  

En consecuencia la parte que pretenda impugnar tales 
resoluciones interlocutorias deberá esperar hasta la 
sentencia final e instar contra ella el recurso pertinente a 
base del alegado error cometido.  De este modo se da 
cumplimiento a la médula del procedimiento analizado y, 
por otro lado, no queda totalmente desvirtuado el 
principio de economía procesal ya que, si tenemos en 
cuenta la rapidez con que sobrevienen los escasos 

                                                 
1 A saber, quince (15) días para reconsiderar y diez (10) para acudir ante el Tribunal de 

Apelaciones.  
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eventos procesales previstos por la Ley Núm. 2 veremos 
que la parte podrá revisar en tiempo cercano los errores 
cometidos.  

.           .            .           .             .             .           .            . 
   

Enfrentado con la pregunta de “si la economía procesal, 

entendida como la necesidad de evitar el paso por todo el proceso 

judicial, cuando se haya cometido un error perjudicial por medio de 

una resolución interlocutoria, tiene mayor peso que el carácter 

sumario que los legisladores le imprimieron al proceso instituido por 

la Ley 2”. El Tribunal Supremo contestó la interrogante al determinar 

que el legislador no tuvo la intención expresa de proveer un 

mecanismo de revisión directo de las resoluciones interlocutorias en 

los casos tramitados bajo la Ley 2.  Concluyó el Tribunal, luego de 

analizar el historial legislativo de la medida, que no se hizo nunca 

mención de la posibilidad de que dichas resoluciones interlocutorias 

fueran revisables, lo que constituiría una contradicción con el 

carácter sumario que se le imprimió al procedimiento.  Ante ello, 

concluyó el Tribunal Supremo que la facultad del foro apelativo está 

limitada y debemos abstenernos de revisar resoluciones 

interlocutorias en casos que se tramitan por el procedimiento 

sumario. 

El Tribunal Supremo, no obstante, determinó que esa norma 

no es absoluta y que en aquellos casos en que la resolución 

interlocutoria impugnada haya sido dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia de forma ultra vires, sin jurisdicción, este foro 

apelativo sí mantendrá y ejercerá su facultad para revisarla vía 

certiorari.  Dávila v. Antilles Shipping, Inc., supra.  También podrá 

intervenir en “aquellos casos en que la revisión inmediata, en esa 

etapa, disponga del caso, o su pronta disposición, en forma 
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definitiva o cuando dicha revisión inmediata tenga el efecto de evitar 

una `grave injusticia´”.  Id, a la pág. 498. 

III 

Luego de analizar el caso ante nuestra consideración, 

concluimos que el Municipio de Luquillo presentó tardíamente el 

recurso que nos ocupa, y dicha inobservancia nos privó de 

jurisdicción para atenderlo.  

Surge del expediente apelativo que el Tribunal de Primera 

Instancia, mediante Resolución dictada el 28 de septiembre de 

2015, denegó la moción de sentencia sumaria presentada por la 

parte peticionaria. Dicha determinación fue notificada el 5 de 

octubre de 2015, según se desprende del matasellos. Es preciso 

puntualizar que para dicha fecha ya había entrado en vigor la Ley 

133-2014.  

Según mencionamos anteriormente, el término para revisar una 

resolución interlocutoria emitida en un procedimiento sumario al 

amparo de la Ley Núm. 2, supra, es de diez (10) días contados 

desde la fecha de la notificación de la resolución u orden. Un simple 

ejercicio matemático nos indica que los diez (10) para presentar el 

recurso de epígrafe vencieron el 15 de octubre de 2015. Sin 

embargo, el recurso de certiorari que nos ocupa fue presentado el 

27 de mayo de 2016, fuera del término provisto por la Ley Núm. 2.  

Es importante aclarar que la moción de reconsideración presentada 

por el Sr. Jaime  Sánchez Carrión y otros no interrumpió el término 

para acudir a esta segunda instancia, ya que el mecanismo 

estatuido en la Regla 47 de Procedimiento Civil contraviene el 

espíritu y carácter sumario de la Ley Núm. 2. Véase, Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare, supra. Sabido es que las Reglas de 

Procedimiento Civil aplican al procedimiento sumario en todo 
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aquello que no esté en conflicto con el carácter sumario del 

procedimiento antes mencionado. 32 LPRA sec. 3120.  “La figura de 

la reconsideración interlocutoria es incompatible con el 

procedimiento provisto por la Ley Núm. 2, supra. Entre otras 

razones, pues se daría la anomalía de proveerle a las partes un 

término mayor para solicitar reconsideración que el provisto para la 

revisión de determinaciones finales por la Ley Núm. 2, supra”.  

Medina Nazario v. McNeil Healthcare, supra.  

Por todo lo anterior, nos encontramos insubsanablemente 

privados de autoridad para examinar los méritos de su reclamación 

y, a la luz del derecho aplicable, procede desestimarlo por falta de 

jurisdicción 

IV 

Por los fundamentos discutidos, DESESTIMAMOS el 

presente recurso por falta de jurisdicción, debido a su tardía 

presentación. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
DIMARIE ALICEA LOZADA 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


